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A. lA AGRIOJUrURA EN EL CXOTEXIO NACICmL 

Varies factores explican el hecho de que la agricultura mexicana haya sido y 
continúe siendo un iirportante sustento del proceso de crecimiento econánioo del 
pais. Entre ellos se pueden citar a los efectos generados por la reforma 
agraria, la inversión pública (en especied por la obra hidráulica realizada), 
la incorporación de nuevas tierras a las actividades productivas y la e}5)ansión 
de la estructura institucional de fomento agrcpecuario. 

Dichos factores acrecentaron la capacidad del sector para generar una 
oferta adecuada de alimentos a bajos precios asi ccarao para producir excedentes 
ei^xDrtables cuyas divisas recabadas sirviercxi en algunos periodos para 
financiar el crecimiento industrial. Esta capacidad incremental se reflejó 
también en la diversificación de la producción, desconcentraciái productiva 
regioncil y la participación de una anplia gama de productores. 

En términos dinámicos, el sector fue también generando condicica^s 
dicotcsnicas que se es^resaron por un lado en ima agricultura intensiva en la 
utilización de capitcil a la cual se ĉ ioyó firmemente con obras de 
infraestructura y con riego; y por otro lado, la agricultura tradicional con 
bajos niveles de tecnologia incorporados y extendida en las zcavis de tenporéd. 

El estilo conflictivo de desarrollo de la agricultura mexicana deseaottoocó 
en una iirportante crisis sectorial caracterizada por el rezc»go en la producción 
de alimentos básicos en relación con el crecimiento poblacioml; creciente 
inportaciói de alimentos; y reducción de la inversiái en actividades 
productivas. 

La restricción de los apoyos a la agricultura se incrementó en años 
recientes coano resultado de la crisis financiera del pals y el ajuste 
estructural iiiplementado sobre el conjunto de la economia. más, las 
evidencias indican que el catíbate al proceso inflacionario fue realizado a 
costa de un rígido control impuesto a los precios de los productos 
agrcpecuarios con lo cual el etrpleo de mano de obra y los ingresos de la mayor 
parte de la población njral se afectaran negativamente mientras, como 



contrapartida, se irKxernentaron la migración cainpo-cividades y el deterioro de 
las cxjrxiiciones de vida de los grupos sociales involucrados en la agricultura. 

En la década de les afkis ochenta el aporte de la agricultura y de la 
ganadería fue, en promedio, 90% del valor de producción de todo el sector 
primario. Las tierras dedicadas a estos dos usos alcanzan los 53 millones de 
hectáreas aproximadamente, 60% de las cuales son susc^xtibles de uso agrícola. 
Sin entargo, sólo el 72% de este potencial se siembra en ténninos efectivos. En 
1988, diciio porcentaje disminiQ̂ ó a 58%. 

Durante los \íltimos 20 años (1970-1988), sólo el 22% de la sĉ jerficie 
sembrada ha contado con riego; y de ella el 60% es tienra parcial o totalmente 
mecanizada. Esta concentración de los elementos del crecimiento sectorial 
derivan en buena medida de las características de la tenencia de la tierra. El 
70% de las unidades productivas son parcelas ejidales que no gereran derechos 
de propiedad. Ellas en conjunto contribuyen con el 43% del Vcilor total de la 
producción según la información censal de 1970. El 90% de diciias parcelas son 
consideradas en las categorías de subsistencia y de satisfacción mínima de las 
necesidades familiares, y se oci;5)an de cultivos de escasa rentabilidad como el 
maíz, frijol, ajonjolí, cártamo y cebada. 

Cesto contrapartida, los predios privados mayores de 5 hectáreas que 
generan el 57% del valor total de producción se concentra en los cultivos de 
itedia y alta rentabilidad como trigo, soja, cdgodón, sorgo, tomate, frutas y 
alfalfa, a los que se añaden otros destinados a la ej^rtación ccanno café, 
azúcar y tabaco. 

El proceso sustitutivo en el que los cultivos destinados a la industria 
alimenticia y a la generación de proteína animal deslazan a los cultivos 
tradicionales (granos y algunas oleaginosas) se aceleró a partir de la mitad de 
la década de los años setenta. Este tipo de dinámica modificó el patrón 
alimentario creándose serias inccsnopatibilidades con las características y 
necesidades reales del país ya que para producir una caloría o una proteína 
animal se requieren 30 calorías o 6 prcíteínas de origen vegetal. Por otro lado, 
este nuevo patrón alimentario se orientó hacia un segmento de la población ct^ 



alta cx>noentración del ingreso ha provocado que la elasticidad de su demanda de 
alimentos sea baja, retardando más el crecimiento de la prcxSuocicán de los 
cultivos básicc^. 

En el área productiva, el hecho de que los productos agrícolas más 
rentables fueran aquellos ligados a la industria (sorgo y soya, por ejerrplo) 
tendió a modificar el patrón de cultivos y la orientación de las políticas 
tanto agrícolas como macroeconómicas. los productores que lograron diversificar 
su producción fueran los que captaron los apoyos de precios, tecnología y 
financiamiento asi catno los logros del proceso de investigación para mejorar la 
calidad y uso de los insumos (semillas y fertilizantes especialmente). 

Este proceso de significativas transformaciortes sectoriales se dio, sin 
embargo, en un contexto de estancamiento de sus actividades productivas. £1 
crecimiento medio anual del PIB agropecuario que entre 1940 y 1970 habla 
alcanzado el 4.5%, se reduce a 3.4% entre 1970 y 1980 y más bajo aún 1.2% para 
1980-1988. Se ctoserva además ima suerte de inelasticidad del sector respecto a 
las variaciones del PIB global de suerte que en años de crecimiento acelerado o 
desaceleración de la economía, la agricultura no crece con igual dinamismo y no 
decrece a las mismas tasas. 

Este comportamiento es más evidente a partir de los afk>s de crisis y 
ajuste y en ello juega un iirportante papel la heterogeneidad existente en el 
canpo en donde como ya se ha anotado, la evolución de la agricultura 
empresarial ha sido acelerada mientras que profundo el rezago y atraso de la 
agricultura carnpesina. El menor crecimiento de la producción de granos básicos 
que la situación descrita genera, ha tenido ccsmo respuesta un incremento severo 
de las icpportaciones de estos alimentos para cubrir las necesidades internas 
del país. Si en 1970 se iiiportaron 952 mil toneladas correspondientes a los 
diez productos básicos, en 1989 dicho volumen pasó a ser de 12 millones de 
toTOladas. 

Un factor inportante para la es^Jlicación de este feróneno es la política 
de precios vigente en México en los lóltimos 20 años. El sistema de precios de 
garantía ha dado cobertura a los principales productos agrícolas básicos; sin 



embargo, los cambios acontecidos han provocado que dicha política se transforme 
en im tepe de ingresos para los productores y en un desestlinulo para la 
siembra. Esto fue evidente cuando la política antiinflacionaria pasó a oci5)ar 
el primer plano en la política econóiáca general. En 1988, todos los productos 
acogidos a este tratamiento presentaban precios reales de garantía inferiores a 
los obtenidos en 1980 y en 1970. Por el contrario, los precios fijados han sido 
rentables para aquellos productores de elevados rendimientos y tecnificados y 
desde este gn:?*! se han originado las inversiones que han mantenido parte de la 
escasa dinámica sectorial. 

Por intimo, la política crediticia ha mostrado un perfil de apoyo 
sumamente negativo, especialmente a partir de 1980, mermando aun más las 
fuentes de financiamiento del proceso productivo y el de inversión, 
consolidándose con ello el ciclo depresivo por el que atraviesa actualmente el 
sector agrcpecuario mexicano. 

Cuadro 1 

MEXICO INDICS^RES RELEVANTES DEL SECTOR AGRDPEXUARIO 
TASAS DE OíECIMIENTO FK3MEDI0 ANUAL 

Períodos/ PIB PIB Inversión Salario Crédito Precios 
Indicadores total agrí- pública en Enopleo medio agrope- iirplícitos 

cola la agricul cuario en la agri 
tura cultura 

1970-1980 6.7 3.4 15.0 5.24 4.59 3.8 33.8 

1980-1988 1.0 1.2 -19.7 0.88 -1.80 -39.2 973.4 
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Cuadro 4 

MEXECDs ESTFUCTÜRA DEL PIB AGROPECUARIO 
TftSAS DE CRECIMIENTO HOílEDIO ANUAL 

Conponentes/ 
Períodos 

Agricultura Ganadería Silvicultura Pesca 

1962-1970 3.4 5.2 3,5 1.0 
1971-1982 2.5 3.2 5.1 3.8 
1983-1987 1.5 0.3 2.2 5.4 

Fuente: Sistema de Cuentas Nacionales de México. 

B. mrBOTACION y GASTO RJELICO EN XA AGRICÜIÍIURA 

1. La tributación agrícola 
a) Características de los instrumentos tributaries 

En México, las bases jurídicas de la tributación agrícola. Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiei^n cano contexto legal un 
conjunto de ordenamientos entre los que sobresalen: la de reforma agraria, 
la de inpuesto a la renta (ISR); la que norma los iiipiestos especiales sobre la 
producción y los servicios (lEPS); los iirpiestos sobre el ccaonercio exterior a 
través de la aduanera; y la de transacciones, que se rige por el irrpaesto 
al valor agregado (IVA). 

Mediante la ley de reform agraria, los ejidos y comunidades quedan 
exentos de cualquier tributo fiscal por la producción agrícola que generan, 
debiendo aportar un iirpaesto predial sobre la propiedad que usufructúan el 
mismo que no excede el 5% del valor total de la producción anual comercializada 
£X3r cada ejidatario o por el colectivo. 

En el caso del irrpuesto a la renta agropecuaria y previo a la reforma de 
diciembre de 1989, estaban exentos los ingresos obtenidos por los ejidatarios y 
comuneros de todas sus actividades realizadas en el sector primario. Igual 
tratamiento recibían los pequeños propietarios y colonos en predios rurales que 



tuviera similar extensión que los ejidos, con la condición de que las 
actividades agrícolas r^resentaran la mayor proporción del ingreso obtenido. 

El resto de los productores quedaban sujetos al régimen dencminado "bases 
especiales de tributación" (BET), sistema que gravaba de manera especifica cada 
actividad (agrícola, pecuaria, silvícola o pesquera) mediante una cuota de 
acuerdo al volumen de la producción. De este tratamiento se excluían aquellos 
estados de la Federación (por ejetrplo, Sonora y Sineiloa) cx^as tierras y 
cwltivos eran los de mayor aptitud y rentabilidad. 

Las cuotas del sistema BET eran determinadas en función de diversos 
factores: el tipo de cultivo, nivel de rendimiento, número de hectáreas 
cosechadas, tipo de ingreso, etc. la reforma tributaria que rige desde 1990 
modificó este sistema preferencial por otro alternativo mediante el cual el 
ingreso gravable de las enpresas agropecuarias es igual a las utilidades que se 
retiren de la eirpresa. Estas utilidades se determinarán mediante el sistema del 
flujo de caja. 

La ley del lEPS exenta a los productores agropecuarios y pesqueros de 
cunplir con esta obligación tributaria. En materia de ccanercio exterior, la 
aduanera dispone un conjunto de deducciones para la iirportación de productos 
agropecuarios, los cuales no pagan IVA. Este último impuesto nombrado establece 
una tasa de 0% por los servicios prestados directanvente a los agricultores y 
ganaderos siempre que dichos servicios sean destinados para el desarrollo de 
actividades agropecuarias. 

El cuerpo jurldico-tributario descrito se fundamenta en gravámenes sobre 
la producción exclusivamente, lo que ha ejercido efectos negativos sobre el uso 
de la tierra. A su vez, este tipo de inpuestos ha tenido efectos regresivos si 
se considera que la recaudación se realiza en base a cuotas fijas por tonelada 
producida ya que el gravamen es progresivo sólo para los predios menores 
quedando fija para los predios mayores, lo que conlleva una discriminación 
entre productores y ha generado serias ineficiencias productivas. 



Las difiailtades para la iirposición de graváirenes tributarios al sector 
agropecaiario tiei^n su origen en la estructura de teneiKria de la tierra 
resultante de la revolución en 1910. Por un lado, la parte de la tierra que no 
es prcpiedad privada sino ejidal está inpedida de ser gravada cxm inpuesto 
predial o a la propiedad. la ausencia de propiedad establecida para un gran 
porcentaje de productores (70%) estiinuló a que no se reeilizara \m catastro 
adecuado de las prcpieiades del 30% restante, los que presionaron politicamente 
a fin de que el gravamen recayera scbre la prcducción mediante el sistema de 
cuotas fijas y no sobre el ingreso. 

lo anterior se vio influenciado por la forma de organización del sistema 
tributario glc±ial que taiscó incentivar la producción a través de tratamientos 
difererK^iados por sectores de actividad eooncfftdca en busca de incrementos en la 
inversión y el empleo y mejoras en la distribución del ingreso, aún a costa de 
debilitar las finanzas públicas. En los años ochenta, por ejenplo, los 
inpuestcs derivados de las bases especiales de tributación más otros iirpuestos 
especiales a las actividades agrícolas no siperó en ningún ario el 0.05% del PIB 
o el 15% del PIBA. Algo similar sucede con el inpuesto predial recabado del 
sector agrcpecuario por los municipios o gobiernos locales, el que no sv:pera el 
0.7% de los ingresos brutos de dichas entidades, debido a la carerKjia de 
catastros actualizados. Bajo estas condiciones, las dificultades en la 
inposición y control de gravámenes fiscales en el sector agrcpecuario se 
agudizan dada la heterogeneidad y diversidad de los productores, sedare los 
cuales existen registros poco adecuados para las labores de fiscalización. Los 
contribuyentes evaden la declaración de inpuestos porque no ejdste tona base 
iirp3nible de carácter universal. 

Otra dificultad radica como ya se anotó, en la existencia de cuotas fijas 
ya que se grava con igual intensidad a productx)res con diversos niveles de 
productividad e ingresos. A esto se agrega el hecho de que la cuota no guarda 
relación con los cambios de precios porque ella se aplica a unidades físicas. 
La recaudación no aumenta, por tanto, en proporción al incremento del valor de 
la producción. 



la política macroeconámica, por su parte, no ha mostrado una influencia 
relevante respecto de la tributación recaudada del sector agrc^jecuario. La 
relación con la evolución del sector (PIBA) y con los precios recibidcs por los 
productores muestra coeficientes negativos en la ecuación de regresión 
estimada. C3on la inversión agrícola, la TA muestra relación positiva aunque en 
niveles poco significativos. Sin embargo, esto podría indicar que una política 
de prcffnoción del cairpo, vía inversión, generaría efectos positivos scáDre la 
tributación, y dado los montos bajos de recaudación, el resultado neto en el 
balance fiscal agr(^)ecuario también debería arrojar saldos positivos. 

b) Evolución, estructura y fuentes de la recaudación tributaria agropecuaria 
En el punto anterior se observa que la magnitud de la tributación 

agropecuaria es poco significativa respecto de los ingresos tributarios del 
sector publico y también en relación al PIB sectorial. Sin embargo este bajo 
perfil cuantitativo también es atribuible a los ingresos tributarios de la 
Federación de Estados Mexicanos. Entre 1977 y 1988 ellos no fueron, en 
promedio, st^ieriores al 10.5% del PIB glcAal. A esto se agrega el cambio 
cualitativo que se produce en la estructura de la recaudación debido a la 
introducción del iitpiesto al valor agregado (IVA) en los arios ochenta, 
modificación que tendió a aumentar la proporción de los iitpiestos al consumo en 
detrimento de los gravámenes a la renta. En efecto, estos últimos que 
representaban el 50% de los ingresos tributarios totciles en el período 1977-
1980, reducen su participación a 41.5% prcannedio anual en el perído 1981-1988. 
Por el contrario, los inpuestos e^jeciales, dentro de los cuales el IVA es el 
más importante, incrementan sustancialmente dicha participación desde 34.6% a 
49.1% en iguales períodos. También se reduce la recaudación proveniente de las 
actividades de comercio exterior aunque en proporciones menores a los cambios 
acontecidos en los tributos antes mencionados. 

Respecto de los tributos recaudados de la agricultura, su situación es 
relativamente similar a lo que sucede con los iirpuestos a nivel global; antes 
ya han sido señaladas algvinas causas de los bajos montos recaudados (elevado 
porcentaje de contribii/entes exentos, cuotas fijas sobre la producción de los 
predios mayores) a lo que cabría agregar el bajo ritmo de crecimiento del 
producto sectorial sensiblemente menor que el del conjunto de la economía (1.9% 



y 3% anual, respectivanente, entre 1974 y 1988), y un sistema de fiscalización 
y cc±>ros deficiente lo que estimuló la evasión. la carga fiscal de la 
agricultura en relación al PIB sectorial r^resentó apenas 0.1% proinedio en el 
período en estaidio. Esta escasa r^resentatividad de le® iirpuestos es xnayor a 
nivel federal y estatal; con res^^cto a los ingresos municipales el porcentaje 
mostró tenderKiia a elevarse en el transcurso de la década de los arios ochenta, 
y en 1985 alcanzó al 2%. Este mayor peso, de manteneirse o incrementarse, podría 
generar un reordenamiento de las finanzas pjblicas de los gdaiemos locales lo 
que se traduciría en un fortalecimiento del sector agropecuario a regional. 

El iirpaesto sc±>re la renta del sector agropecuario se constituye en el 
tributo más relevante, además de ser el único gravamen directo. Del universo de 
productores privados que son potenciales contribuyentes, sólo el 16% estaba 
sujeto al régimen del irapuesto sobre la renta hasta 1989. Las modificaciones 
realizadas para 1990 torraron más regresiva esta situación ya que con el 
prĉ xásito de hacer ingresar como sujetos gravables a los grandes productores y 
agroexportadores se dispuso que el inpiesto a la renta que potencialmente 
debían pagar fuera descontado en un 50%, rebaja que se aplicaba también al 2% 
que es el inpuesto cobrado sobre el activo en poder de las eirpresas. Cerno la 
tasa máxima iirpositiva es de 35%, los productores agropecuarios quedaron 
tributando 17.5% sobre la renta y 1% scáDre los activos. Por su parte, las 
utilidades reinvertidas en el sector agropecuario no se constitiQ^en en base 
gravable. 

c) Factores explicativos del ccatiportamiento de la tributación agrícola 
El primer factor que explica los bajos montos de recaudación tributaria de 

la agricultura es la ir^xistente relación entre dicha variable y el ingreso 
rural o el valor de la producción. Las cuotas fijas que se aplica o negocian 
ccano tasa iirpositiva son determinadas en función del volumen físico cosechado, 
es decir, de acuerdo a los rendimientos de la tierra. Esto sería correcto si la 
intencionalidad del gravámen fuera aprovechar la eficiencia productiva, para lo 
cual la cuota inpositiva debería ser flexible y progresiva. Sin embargo, y coatno 
ya se ha anotado, dicha cuota es progresiva precisamente en aquellos tamaños de 
finca que está exentos y se fuelve fija para los rendimientos que sólo es 
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posible extraer en las grardes unidades productivas sujetas a las bases 
esf^ciales de tributación. 

En condiciones de precie» de garantía (fijados) o con mayor razón si son 
libres, el ingreso de los productores aumenta en la medida que crece la 
cantidad de toneladas cosechadas mientras que la recaudación lo hace commo u m 
proporción fija del ingreso o del precio. Al realizar un ejercicio sdare la 
carga tributaria de le» productores de frijol del Estado de Aguscalientes, se 
pudo determinar los diferenciales, para varios niveles de rendimientos, entre 
la recaudación efectiva y lo que deberían haber aportado dichos productores con 
un sistema de cuota inpositiva flexible y progresiva. 

Situación actual Situación alternativa 

Tone Cuota 
ladas por 
cose- tone-
chadas lada 

(pesos) 

Montos 
tribu-
tarios 
(miles de 
pesos) 

Ingreso 
de pro-
ductores 
(miles 
de pesos) 

T/Y 

(%) 

CXiota 
por 
tone-
lada 

Montos 
de tribu-
tación 
potencial 

T/Y 

(%) 

14 987 13.9 12 880 0.11 987 13.9 0.11 
70 2 164 151.5 64 400 0.23 4 935 345.5 0.53 
140 2 407 337.0 128 800 0.26 9 870 1 381.8 1.07 
188 2 547 478.9 172 960 0.28 13 254 2 491.8 1.44 
258 2 547 657.1 237 360 0.28 18 189 4 692.8 1.98 

Como se observa, la recaudación en este caso tipo podría incrementáis 
445% al carrbiarse la forma de determinación de la cuota iirpositiva. 

Un segundo factor explicativo podría radicar en el hecho de que gran parte 
de los gravámenes del sistema inpositivo globeil no se fijan en porcentajes 
sobre el ingreso sino en caiotas en pesos con periodicidad anual. Esto ha 
impedido que la recaudación tributaria responda a los cambios en los precios de 
los productos e insumos y a que los montos pierdan participación frente a la 
aceleración del proceso inflacionario tal ccsno aconteció durante la década de 
los años ochenta. Esta situación de deterioro fue más aguda en el caso de la 



11 

agricultura^ por lo que la recaiidación en térniinos reales cxarpitó montxjs casi 
insignificantes. La cuota fija en pesos al m variar ante aun^tos en la 
inflación no sólo ha reducido los nontos reales S Í T K S que también ha estrechado 
la base gravable de la agricaaltura» 

M n en le» casc» en que la r^^audaci^ proviene del valor de las cosechas, 
lc« montos de tributación sectorial no han crecido debido al acelerado 
iroDanento en el precio de los principales insumos (fertilizantes, abonos y 
alimento peira animales) que superaron los aumentos establecidos en los precios 
de garantía de los productes agrícolas. Esta situación fue más notoria en el 
último quinquenio 1986-1990, período en el cual los precios de los insuroos 
merxiionados se multiplicaron por tres mientras los de garantía lo hicieron sólo 
al doble, raSuciéndose la rentabilidad y xitilidades del sector agropecuario y, 
por eraJe, la base gravable. 

El tercer factor que ayuda a ei^licar el cconnportamiento de la tributación 
agrqpecaiaria provier® de la política ccanercial aplicada en la década de los 
años ochenta sobre las variables del sector extemo. La estrategia de 
liberación comercial que se iinplementó fue utilizada de manera intensa ccino 
instrumento para combatir el proceso inflacionario, y ya ^ 1989 el nivel 
arancelario prcEmedio del país alcanzó el 10%, siendo el más bajo de América 
Latina. 

Ifeta reducción representó para el sector agropecuario la ejqjansión de las 
iirportaciones de xana véista gana de insumos y productos sedare los cuales no 
pesaban gravámenes tarifarios o tributaban con una tasa que en ningún caso 
superaba dicho 10%. Como contrapartida, la recaudación tributaria disminuyó 
sensiblemente afectándose las finanzas públicas. Como resultado parcial de 
estas medidas, las iitportaciones agrc^jecuarias se increatnentaron sensiblemente, 
desde 548 millones de dólares corrientes prcaiedio anual en el período 1970-1979 
hasta 1 617 millones prcaraedio del período 1980-1988, lo que representó un 
aunento del 195% mayor al ejqjeriinentado por las iirportaciones totales el que 
fue de 151%. 
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La política cxanercicd orientada a las exportaciones buscó promover a éstas 
reduciendo a niveles mlnicnos el inpuesto a las ventas extemas así ccmno 
eliminando las restricciones cuantitativas. Todc® los productos agropecuarios 
gozan actualmente de réginen libre para su ej$x3rtación a exc^ión del tabaco, 
algodón y café, cuyo araiK̂ el de salida fluctúa entre 10% y 30%. El 
corresporriiente al café está incorporado en el precio fijado por el mercado 
internacional; con el objetivo de hacer dicho precio más carrpetitivo se redujo 
la tasa iirpositiva desde 15% a 10% del valor total ej^rtado. Las medidas de 
reducción tributaria de las e>5»rtaciones no se han reflejado con iirpactos de 
significación en el valor de éstas. Entre 1970-1979, el promedio anual 
eaqxjrtado desde el sector agropecuario alcanzaba a 1 127.5 millones de dólares 
corrientes y el promedio anual para 1980-1988 se incrementó sólo a 1 512.6 
millones, esto es, 34% más, seis veces menos que el gasto en divisas ocasionado 
por el aumento de las iirportacior^ para el sector, lo que da una idea de la 
brecha deficitaria comercial que se acumuló en la agricultura en los últimos 20 
años. 

El proceso de literación ccsnercial es otro factor iirportante, por lo 
tanto, para ej^licar los bajos montos de tributación agropecuaria debido a la 
drástica reducción de los eiranceles tanto para iirportaciones cano para 
ejqxDrtacioms. No dentante, ello no se ha ej^resado en un mejoramiento de la 
tasa de crecimiento sectorial, la que entre 1974 y 1988 alcanzó al 1.94% anual 
acumulado mientras el conjunto de la econcania lo hizo al 3.05%. Es más, es en 
el período de esta liberación cuando el ritmo del crecimiento agrcpecuario se 
reduce sutancialmente, ya que de 3.97% alcanzado en el sul̂ jeríodo 1975-1981 cae 
a 0.58% anual entre 1982 y 1988. 

En síntesis, se puede concl\iir que la iirposición de tributos a la 
producción en li:̂ ar de a la propiedad y los ingresos; así ccmo la existencia de 
un sistema tributario de promoción basado en bajas tasas inpositivas, fijas y 
regresivas; y el escaso número de contribuyentes efectivos, los que no cuentan 
con adecuados registros y generan ion significativo fencmeno evasivo, son las 
causas contextúales que aparecen con mayor poder ejqjlicativo de la evolución y 
magnitud de la recaudación tributaria en la agricultura mexicana. 
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Cuadro 4 

MEXIMS BFFMJCRURH DE IDS INGRESC^ TRIBUTARIOS DEL SECTOR HJBLTOO 

(Porcentajes) 

lirpuestos/Iteriodos 1977-1980 1981-1988 

Renta 50.0 41.5 

Impuestc» especiales 34.6 49.1 

= IVA 21.2 28.3 
Productos y servicios 13.5 20.8 

Comercio exterior 8.7 6.6 

Otros impuestos 6.7 2.8 

Total 100.0 100.0 

Ingresen tributarics/PIB 10.4 10o 6 

Cuadro 4 

MEXICO: TRIBOTACIOJ DEL SECTOR AGROPECUARIO 

(En millones de pesos de 1980) 

1982 1983 1984 1985 1986 1987 1988 

Impuesto a la renta 531.5 416.6 527.6 442.8 ^ 378.8 385.2 292.7 

nrpuesto a la pro-
piedad raíz 9.7 9.2 

Impuestos mmicipales 4.8 4.6 9.6 9.8 n.d. n.d. n.d. 

Itatal 545.0 430.4 537.2 452.6 378.8 385.2 292.7 

Tributación agropecuaria/ 
PIB Agropecuario 0.143 0.110 0.134 0,108 0.094 0.094 0.074 
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Rural (PIDER) ^ cxiyo gasto se ha orientado a la construcx;ión de obras e 
infraestructura en aquellas regiones marginadas del área rural c»n el objetivo 
de reducir las corrientes migratorias cairpo-ciudad causadas por la pc±>reza de 
vida en dichas áreas; y el otro, es la enpresa llamada Coirpañla Nacional de 
Subsistencias Populares (OMIASUPO) cuya principal función es la de regular el 
mercado de los productos básicos a través del apoyo a los pequeños agricultores 
con precios de sostén o de garantía en la compra de sus producciones. Tanto el 
PIDER cosono OCNASÜPO se convierten en las entidades más representativas del 
fomento a las actividades agropecuarias del país dada su estrecha relación con 
la oferta y demanda del abasto básico alimentario a la pc±»lación consumidora. 

la ejecwción del gasto publico sectorial encuentra sus principales 
dificultades en el carácter altamente burocrático del funcionamiento del gasto 
global. La aprobación de los calendarios anuales de gasto requiere de 
instancias burocráticas que recién permiten asignar los recursos con seis meses 
de retraso. Los gastos de inversión resultan ser los más afectados debido a la 
pérdida de rpresentatividad de sus montos resultado del proceso inflacionario 
y a la excesiva delación que se genera para la ejecución de las obras. 

En el cciso de los proyectos que cuentan con financiami^to extemo, los 
problemas en la ejecución del gasto proceden de la parte del costo que debe ser 
aportado ccai recursos internos. En estos casos el procedimiento burocrático es 
aún mas largo, lo que reduce las ejiones para definir las áreas de interés 
prioritario en la política sectorial que son financiados con el presi:piesto 
anual nacioneil. Los montos de gasto publico para el desarrollo rural se 
someten, por lo tanto, más que a los lineamientos de los programas sectoriales, 
a los criterios financieros que determinan el volumen de gasto, que es \in 
factor de corto plazo o coyuntural, de tal itanera que la asignación de recursos 
al sector queda determinada por las restricciones al gasto del sector publico y 
no por las políticas definidas para la agricultura, lo que evidentemente ha 
retrasado la capitalización de gran parte de las unidades productivas. Lo que 
sucede con el gasto es aplicable, por ende, a la política de subsidios y 

^ Funcionó hasta 1987, realizándose una recisignación porgramática 
posteriormente. 
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transfererKJias que reciben directanente los agricailtores o a través de las 
ettpresas paraestatales. 

b) Evolución Y estruc±ura del gasto público en la agricultura 
De aojerdo al funcionamiento del presi:í]uesto público mescicano, el gasto 

programable es el que se clasifica por sectores de actividad económica y al 
correspondiente destinado a la agricultura se lo identifca como "gasto en 
desarrollo rmral" y bajo este rubro están los presi:5Juestos de la SARH y de la 
Secretaria de Reforma Agraria, el de las eirpresas paraestatales coordinadas por 
aquellas, asi como los fondos para subsidios directos. 

Entre 1970 y 1988, el gasto programable para el sector agropecuario 
cikxservó de» ciclos o etapas al igual que lo acontecido en otros paises de la 
región. En el subperiodo 1970-1981, el comportamiento fue muy dinámico, pasando 
de r^resentar el 0.88% del PIB de la economia al 3.12% en los años 
mencionados. Entre 1982 y 1988, se desacelera significativainente alcanzando una 
proporción de 2.55% y 1%, respectivamente. Situación similar registró el gasto 
programable total. En relación a este último, el gasto en desarrollo ruréil (o 
en el sector agropecuario) r^resentó el 5.9% en 1970, pasó a 10.6% en 1981 y 
cayó a 5.4% m 1988. 

Cuadro 5 
MEXICO: GASTO HJBLIC30 EN DESARRDUX) HÜRAL CXM3 

K3RCENTñJE DEL PIB. ERCMEDIOS ANUAIES 

Gasto progra- Gasto en 
Períodos mable total desarrollo 

rural 

1970-1974 17.4 1.5 
1975-1980 23.4 2.7 
1981-1985 25.3 2.4 
1986-1988 20.2 1.4 

Por lo tanto, el presi^juesto destinado a la agricultura disminuyó de 
manera importante durante la década de los afkas ochenta, no sólo por las 
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obligaciones cxsntraidas en materia de deuda extema por el país sino taittoién 
debido a que los ajustes aplicados a los diversos sectores afectaron 
relativamente más al desarrollo rural. En efecto, de ser el tercer sector más 
favorecido con las asignaciones después del sector energético y el de 
desarrollo social en 1975, pasó a oct̂ jar el s^jtimo lugar en 1988, como lo 
muestra el cuadro siguiente: 

Cuadro 6 
MESaOO: ESTRUCTURA SECTORIAL DEL GASTO HJBUC» PROGRAMABtE TOTAL 

(En porcentajes) 

Sectores/Años 1970 1975 1980 1985 1988 

Desarrollo rural 5.9 10.8 12.0 8.1 5.4 
Desarrollo regional 3.2 2.9 5.4 5.8 3.4 
Desarrollo social 26.3 24.9 25.6 25.3 28.5 
Cjoraunicacior^ y transporte 10.8 7.0 6.9 8.8 7.0 
Coaatercio y abasto 6.3 7.7 5.9 6.7 7.0 
Turismo 0.1 0.4 0.4 0.2 0.2 
Er^rgético 28.9 27.3 27.5 23.9 27.3 
Industrial 0.4 8.4 7.8 12.6 12.8 
Pesca - 1.1 1.2 1.5 0.7 
Administración 17.8 9.5 7.3 7.2 7.6 

Ttotal 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 

El deterioro significativo del gasto publico para el desarrollo rural 
durante la década de los años ochenta r^xirtó otra característica o efecto que 
fue la tendencia de esos laenones recursos a concentrarse en gasto corriente, la 
que no se revirtió a pesar de la profunda reestructuración acaecida en las 
finanzas publicas a partir de 1983. Es más, la descapitalización del caitpo se 
acentuó de manera alarmante como lo muestra el siguiente cuadro: 
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Cuadro 4 

ÍÍEXIOOS DISTRIBUCION DEL GASTO KJBLEOO EN LA AGRIOJIÍKJRA 

(En porcentajes) 

Tipo de gasto/Años 1970 1975 1980 1985 1988 

Gasto corriente 39.0 37.7 45.9 78.2 83.3 

Gasto de capital 61.0 62.3 54.1 21.8 16.7 

Total 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 

Dentro del gasto corriente, fueron los nibros servicios personal^ y 
transferencias (subsidios) de las d^jendencias del gobierno federal (SAPH y 
Secretarla de Reforma Agraria) los que representaron el 90% del total por ese 
conc^jto. Sin embargo, a partir de 1981, la importancia de los servicios 
personales crece dinámicainente como resultado del retiro de apoyo prescqpuestal 
a las empresas paraestatales, medida que se inscribió en la política de 
racionalización de subsidios derivada de los acuerdos de ajuste macroeconómico. 

Por su parte, la reducción drástica del gasto de capital en el sector se 
focalizó en la construcción de obra publica que es su principal ocaiponente. 
Entre 1970 y 1980, el coeficiente de inversión en desarrollo rxiral respecto del 
PIB agropecuario aumentó 3.2 veces, en tanto que el coeficiente de inversión 
pública total lo hizo a la mitad (1.6 veces). Posteriormente, y hasta 1988, el 
coeficiente sectorieil pasa a ser sólo el 15% del alcanzado en 1980, mientras 
que el del sector público global fue el 44%. Este diferencial muestra un 
marcado sesgo en contra de la agricultura en el período reciente, lo que afectó 
la tasa de crecimiento anual del sector, la que entre 1980 y 1988 fue sólo un 
26% del ritmo anueil mantenido durante la década de los años setenta. También se 
resintió el eiipleo de mano de obra rural, el que medido en ocipaciones 
remuneradas se había incrementado en 1.2 millones entre 1970 y 1988, para 
crecer solo 341 mil en el período 1980-1988, es decir, 28% del empleo generado 
en la década anterior. 
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Obviamente, la inversión publica en desarrollo rural perdió inportancia 
dentro de la inversión pública total al punto que en 1988 r^resentó sólo el 
57% del peso mantenido al inicio de los años setenta. La agricultura fue el 
sutsector que más deterioro mostró en cuanto al gasto en inversión debido a que 
es el de mayor inportancia en el sector de desarrollo rural. las actividades 
ganaderas y forestales acrecentaron su inportancia al interior de la estructura 
de distribución de la inversión, al igual que el Programa PIDER el que en 1982 
llegó a r^resentar el 35% de la inversión total del sector agropecuario. 

c) Factores explicativos del comportamiento del gasto publico en la 
agricultura 
una de las razones que acercan a entender la pérdida de iitportancia del 

gasto publico destinado al sector agropecuario a partir de 1980 es la reducción 
del número de programas operativos ejecutados por la Secretaría de Agriooltura 
y Recursos Hidráxilioos. Entre los períodos 1980-1984 y 1985-1988, diciia entidad 
mcxüficó su esquema programático desde 62 a 37 programas. Sin etribargo, los 
recursos no tendieron a desconcentrase, y por el contrario, los gastos de 
administración y gestión de los programas se incrementaron en seis puntos 
porcentuales. Paradójicamente, el lineamiento de política en que más se 
enfatizó entre 1982 y 1989 fue el desarrollo de la infraestructura rural en las 
zonas atrasadas, especialmente las de tenporal, para fomentar la capitalización 
en la producción de cultivos básicos. Sin embargo, los montos destinados a este 
programa escasamente absorbieron el 7.8% del totcil de recursos prestpuestales 
en 1985 y cayeron al 1.5% en 1988, mostrando esto una severa inccnpatibilidad 
entre los objetivos propuestos y su ejecución. 

Al realizar la agregación de los recursos programáticos de la SARH entre 
los períodos antes mencionados se observa que tanto los montos destinados cil 
mantenimiento y/o construcción de infraestructura así como los orientados cil 
fomento de las actividades agropecuarias reducen sensiblemente su 
participación; mientras que son los gastos de administración los que captan 
dichas pérdidas. 
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Cuadro 8 
MESaOO: DESTINO DE IDS REX33RSOS EE^ESUHJESTAIES DE lA SARH 

(En pozx^entaies proanedio del período) 

Destino/Período 1980-1984 1985-1988 

Infraestructura 44.0 38.0 
Fcfftiento 34.6 28.7 
Administración 21.4 33.3 
Total 100.0 100.0 

Similares reducciones se produjencai en los organismos y empresas 
paraestatciles del sector debido al ajuste de las finanzas públicas ocurrido en 
década recién pasada. En 1980, el presi;5Juesto ejercido por el conjunto de 
etrpresas subsidiadas alcanzó al 21.6% del PIB sectorial, proporción que cayó al 
6.4% en 1988. Entre los organismos paraestatales que lograron mantener y/o 
acrecentar su participación en el presiqpuesto destaca el Banrural encargado del 
crédito y los programas destinados a financiar y asegurar las inversiones en la 
agricultura. 

El coirportamiento de los subsidios agrícolas (exerKiión de iirpuestos, 
precios de los productos, insumos y servicios públicos, y costo del crédito 
entre los principales) es otro factor explicativo de la evolución del gasto 
público en la agricultura. Los subsidios se identifican con las transferencias 
de recursos jtóbücos a nivel intersectorial; estas transferencias, que fueron 
poco dinámicas en el período 1940-1970 en el cual el saldo neto sectorial fue 
favorable al erario público (tributación mayor que gasto), se modificaron a 
partir de los años setenta, período en el que el gasto si;5)eró ampliamente a la 
recaudación tributaria proveniente de la agricultura. Esta situación fue 
resultado de la política de cuasi congelamiento de los precios reales de 
garantía que presionó al sector público para que canpensara la pérdida de 
ingreso de los agricultores a través del incremento de los reairsos fiscales 
directos hacia el sector y la reducción o eliminación de las Ccirgas 
ürpositivas. Los mayores subsidios fueron también una respuesta al fuerte 
deterioro de la actividad agrícola y se concentraron en mayor pn^rción en el 
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aseguramiento de las cxsedias, el costo del cráüto y las r^Dajas de precios de 
los Insuicos y servicias ofrKiidc» por las ortpresas publicas (fertilizante, 
combustibles^ electricidad y riego). 

Debido a que los sulî idios canalizadc^ por las empresas paraestatales eran 
en irealidad vui apoyo a sus gaste» corrientes de operación para equilibrar las 
pérdidas incurridas al vender sus productos y servicios a precios de costo a 
los agricultores, sus montos si;?)eraran con airplitud a las aportacioi^s 
realizadas para la adquisición de activos fijos y/o liquidaciói de pasivos y a 
las transferencias directas ca:̂ o objetivo era la conservación, mantenimiento y 
operación de leis obras de infraestructura productiva. 

En el periodo 1970-1980 los subsidios transferidos por la SAFH y la 
Secretaria de Reforma Agraria a las enpresas sectorizaas que coordinan, 
significó, ccxno proanedio anual 0.24% del PIB global y para 1982 esa prt^rción 
aumentó al 0.73%. A partir de 1983 dichos apoyos se redujeron violentamente al 
punto que en 1988 r^resentciron el 0.17% del PIB. 

Les subsidios implícitos otorgados al sector agrícola mediante tasas 
prefererKsiciles de crédito crecieron irodestaroente entre 1982 y 1986; 
estimadora del BaiK» Murriial en 1989 irriican que la tasa de craiiimiento por 
ese concepto fue de 18% en el crédito total sartorial, tasa que fue iiayor para 
el subsector agrícola^ la que alcanzó 37.5% en el j^íaJo antes indicado. 

Respecto de los sulî idios transferidos por cono^xto de insunK^ para la 
producción (fertilizantes, agua para riego y electricidad) éstos crecen 62% en 
términos reales entre 1980 y 1982 para luego reducirse 12% en el período 1983 
1987. Esta retracción es más pronunciada en el caso del agua para riego 
(-46.2%). Los suteidios al precio de los fertilizantes aumentaron sólo 6.3% 
entre 1982 y 1987. 

Al agregar todas las transferencias y subsidios otorgados al sector 
agropecuario y forestal y discriminar por destino, se observa que entre 1983 y 
1987 la política de ajuste presionó al traslado drástico de los subsidios desde 
el consumo hacia la fase productiva en un narco de reducción de los montos de 
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ambos en témirKDS reales. la participación de los subsidios al oonsuno 
transferidos por las eitpresas publicas del sector agropecuario pasó de 52% del 
total en 1983 a sólo 0.2% en 1987, correspctóLendo la difererx:ia a los 
orientados a la producción. Sin embargo, dentro de esta última, los subsidios 
destinados a la producción de insumos estratégicos, infraestructura y servicios 
da apoyo, así como de bienes y servicios finales agrcp«3uarios pasaron de 
r^resentar 22.7% en 1983 a 12.8% en 1987; éilgo similar axinque menos intenso, 
ocurrió con los subsidios al seguro sobre cosechas e inversiones (55% a 46% en 
igual período), mientras que las transferencias destinadas a fertilizantes, 
producción de azúcar y melaza y la energía eléctrica incrementaron su 
participación desde 22.3% a 41.2%. 

El deterioro observado en el gasto püblico total y en el destinado al 
sector agrcpecuario, especialmente a partir de 1983, se convirtió en una causal 
del intenso proceso inflacionario desarrollado en esos afkjs. El ajuste de las 
finanzas publicas que se experimentó tuvo ccxno propósito reducir el crecimiento 
de los precios atribuido al exceso de demanda generado por las elevados 
déficits públicos. Sin embargo, dicho ajuste afectó relativamente inás a los 
reoirsos destinados al desarrollo rural que a otros sectores de la actividad 
económica y que al mismo gasto presv^juestal toted, en circunstancias que la 
relación entre el gasto publico agrc^iecuario y el déficit del sector publico 
fue sensiblemente inerwr que las variaciones anuales experimentadas por el 
índice nacional de precios al consumidor. El cuadro siguiente muestra esta 
aseveración: 

Cuadro 9 

Años GEñ/Déficit Variación anual 
fiscal de la inflación 

m m 

1980 47.7 29.8 
1981 24.1 28.8 
1982 16.4 98.8 
1983 28.0 80.8 
1984 28.7 59.2 
1985 22.5 63.7 
1986 12.0 105.7 
1987 8.6 159.1 
1988 9.4 52.2 
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El cxBiportamientxj inverso entre la inflación y el gasto @n desarrollo 
rural (GPA) sugiere que fue la r©t3ucx:ión excesiva de este últiiro, es e^jacial 
de los snKmsc® de coital de inversión, uno de los factores adicionales que 
presionaron al creciiniento de los precios ya que la respuesta de la oferta 
alimentaria para el consumo de la población y de las materias prines para uso 
industrial tendió a debilitarse sensiblemente, impidiendo o restringiendo la 
r«a:5>eración del ritmo global de crecimiento de la ecorKinia así como la 
estabilización de los precios, que fueron los objetivos principales del proceso 
de ajuste inplementado. 

C, EFECTOS DE LA POLITICA FISCAL AGEÍOPBCÜARIA SOERE EL 
CEÍECIMIEOTX) Y DESMÍROIUO DE LA AGRICÜTILURA 

En términos ger^rales, la tributación y el gasto público promueven incentivos o 
d^incsntivc^ de las actividades consideradas prioritarias de un determinado 
sector productivo de la econcjmía. El gasto público pareciera tener una itayor 
efectividad cuando intenta estimular el alcance de niveles potenciales de 
pTOducción, mientras que la trüxrfcacián como el instrunento iRás 
adaguado cuardo se a^ira a inducir una mayor es^dad distributiva. 

Sin enifcaujgo, en el caso de la agriailtura s^acicana, el gasto públim^ ea 
espacial les subsidios, confornaron un desarrollo sectorial dicotáBdra qu® 
perfiló por un lado la producción rmdema de cultiva comercial^, al interior 
de las grandes propiedades y, por otro, la econcmía agrícola rezagada geí^rada 
en Ic^ ejidcs y praJuctora de los bienes básicc^ aliiíoiticic®. Bi tanto, las 
bajas y diferer^iadas tasas iippositivas ira se tradujeron en mayores, niveles da 
ahorro o inversión privada en el sector S Í T K D que, por el contrario, alentaron 
un iiK2resmento en el consumo de los grv̂ xjs de productores de más alta 
rentabilidad, que fueron los que recibieron lc« beneficios de las exerKJion^ y 
rsgr^ividad presentes en el manejo del instrumental tributario. 

Le» efectos causados jxDr el esquema iirpositivo de la agricultura sobre el 
xiso de los reairsos. esjî cialjnente la tierra, fuercxi marginales. El iitpiesto 
predial o gravamen a las tierras de labor, fue escasamente aprovechado en la 
medida que no existe un eitpadronaitdento actualizado de la propiedad agrícola. 
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Memás, la estructura de tenerK::ia prevaleciente garantizó la exención de este 
trituto para una gama anplia de propiedades. Respecto del sistema "bases 
e^jeciales de tributación" (BET), su reducida recaudación incidió muy poco en 
la estructura de costos de la agricultura por lo que su iitpacto en la 
utilización de la tierra fue taittoién insignificante. El establecimiento de un 
esquema BET diferenciado por regiones no incentivó la prcxJucción por tipo de 
suelos o el mayor ^rovechamiento de las tierras incultas precisamente porque 
los montos eran una proporción muy baja del vcilor de la producción de lets 
fincas. 

Por el contrario, el gasto publico afectó el uso de la tierra a través de 
un conjunto de programas exitosos orientados con éaifasis a dinamizar la 
agricultura ccanercial. El desarrollo de áreas de riego, por ejeirplo, benefició 
a las zonas noroeste y mireste del pais, las que en conjunto concentran el 66% 
de la capacidad total de almacenamiento de agua. Este programa, jxjnto al de 
apoyo al incremento de la productividad agrícola absorbió en el cuatrienio 
1985-1988, el 40% de los recursos destinados al desarrollo rural logrando 
alterar el patrón de cultivos e}dstente. 

Uno de los efectos indirectos causados por el gasto publico en estas zonas 
fue la qpción asumida por los ejidatarios y coammidades por arrendar su tierra 
a pequeños y mediaiKs productores. La dotación de mejores servicios a 
determinadas áreas resultado del mayor gasto aplicado, indujo al aumento de la 
cotización de las tierras de labranza localizadas en los distritos de riego, 
por lo que el efecto renta se convirtió, para los ejidatarios, en un factor de 
incremento sustancial de sus escasos ingresos. 

la iiKJidencia de la política fiscal agropecuaria sobre la produción y las 
estructuras productivas ha provenido, fundamentalmente, del gasto en el sector. 
Las estimaciones mínimo cuadráticas recilizadas dan como resultado la existencia 
de una correlación positiva significativa entre el gasto del período t-1, ccmo 
variable e>^licativa del nivel alcanzado por el PIB del sector agrícola en el 
período t. Esto deriva del apoyo recibido por las distintas regiones a través 
de las transferencias corrientes y el gasto de capital en la construcción de 
infraestructura. Al realizar el ejercicio econoroétrico se ccsrprcájó que en los 
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afk^ en que las restricciones de gasto en la agricultura fueron más severas, 
ello se reflejaba en menores niveles de producrto (CJOTI rezago de un año) debido 
sc±>re todo a la menor habilitación de tierras para la siembra. 

los programas de aicpliación del área con riego, fomento a la mayor 
productividad y de investigación tecnológica aplicada beneficiaron la 
producciái de trigo, arroz y oleaginoseis. El efecto sdare los cultivos de 
e>5x>rtación fue muy inportante, en especial en lo que se refiere a algod^, 
café, tabaco, hortalizas y frutas. El rendimiento prcanedio de los cultivos 
comerciales y de ej^rtación fue mty sî jerior al alcanzado por los cultivos 
tradicionales de teirporal como maíz y frijol, lo que ê qplica la creciente 
iirportación de estos últimos. 

la preferencia opcional de la inversión pública por concentrarse en 
determinadas regiones y estados conformó lana estrrjctura productiva diferenciada 
(cultivos de tenporal o de riego) asociada inevitablemente cil tipo de tenencia 
de la tierra. los xnontos de gasto en inversión se oonoentraron e^jaciedmente en 
el rKDroesete del país, y los estados de Baja California, Sonora y sinaloa 
absorbieron cerca del 43% de la inversión totcil en desarrollo rurcil. A pesar de 
esto, la eficiencia de este tipo de gestión es dudosa. El costo unitario de la 
inversión publica por sv̂ serficie cosechada fue mayor en aquellos estados donde 
se corKJentra la producción de cultivos ccmnerciales en relación con aquellas que 
proJucen cultivos básicos para la subsistencia alimentaria. 

El efecto ejercido por el instrumento gasto scfore la diversificación de 
cultivos se ocsiibina (y es difícil de aislar) con el efecto precio, originándose 
cambios de mayor intensidad en la ccnposición de la producción agrícola. En el 
período 1978-1987 las alteraciones en el patrón de cultivo de los diez 
principales productos básicos (arroz, frijol, maíz, trigo, ajonjolí, semilla de 
algodón, cártamo, soja, cebada y sorgo) se produjo en la zona de temporal, 
especialmente en arroz, trigo y sorgo, mientras que en la de riego destacó solo 
la soja. En general, las variaciones de la st̂ jerficie sembrada para la década 
mencionada r^rtaron tasas de 2% anucil, similares a las registradas en el 
crecimiento del PIB sectorial y de la población. 
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las ZCTias geográficas (csamo el imroeste, noreste y centronorte) que 
captaran ima mayor proporción del gastx) en desarrollo rural r^xsrtaron a su vez 
una mayor eĵ jansión y diversificación de cultivc^ lo que se ej^lica jx>r el 
hedió de que cajentan con tierras de mejor infraestrxictura que iraJuoen a los 
productores a hacer una más racional utilización de la tierra, esto es, de 
acuerdo a las corKÜciones y emitíales del suelo asi cxmj del precio interno e 
internacional ocatíajtado tanto para los cultivos ccaio para la tierra. Este 
efecto es más notorio en el caso del sorgo, producto que ha sustituido en 
magnitudes inportantes al cultivo del maiz. (Véase el cuadro 10.) 

Cuadro 10 

MEXtC»; CAMBIOS EN lA SUPERFICIE SEMBRADA. 
ajunvos, PERIODO 1978-1987 

(En porcentajes) 

PRINDPAIES 

Productcs/Zonas Riego Temporal Total 

Soya 180.0 3.6 110.7 
Arroz 7.6 105.1 46.9 
Sorgo 13.6 69.6 46.8 
Frijol 34.3 41.8 40.8 
Trigo 28.4 79.8 35.8 
Maíz 0.2 14.8 12.9 
Cebada 45.5 -1.7 5.5 
Cártamo -74.9 95.9 -27.1 
Algodón "31.4 -65.3 -35.8 
Ajonjolí 0.6 -62.4 -49.8 

El apoyo de la política fiscal al conocimiento y difusión de la tecnología 
ha sido una labor que el sector público ha efectuado de manera exclusiva por lo 
que aquella ha estado sujeta a las posibilidades y restricciones finarKsieras de 
los prestpjestos anuales de la federación. En general se estima que la 
investigacirái silvoagropecuaria ha alcanzado niveles elevados de calidad, 
concentrándose más los esfuerzos en la investigación sobre cosechas que la 
destinada a la ganadería y al subsector foestal. la investigación se ha 
concentrado, además, en los cultivos de riego y en aquellas áreas de cdta 
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precipitación pluvial cuyos indicadores son nn^ decidores ya que en ella se 
localiza cerca del 40% de la sî jerficie cosectiada, el 67% de la producci(^ 
agropecuaria y el 33% de los agricultores y ganaderos. En términos operativos-
institucionales, la investigación tecnológica se realiza en base a 32 programas 
desarrollados en 20 centros de investigación y 85 estacic»ies experimentales. 

El período de carisis suscitado a partir de 1983 provocó que las 
innovaciones tectx>lógicas descansaran más en los insumos biológicos que en la 
necanización. ESta dismini:Qró cerca del 10% anual entre 1983 y 1987, mientras 
que las inrKJvaciones biológicas auomentaron a razón de 12.8%. El uso de 
fertilizantes alimentó desde 38 kilos por hectárea en el periodo 1979-1981 a 63 
kilos en 1983-1987. Sin embargo, la producción de semillas certificadas 
disminuyó significativamente desde utn Indice de 100 en 1980 a 42.1 en 1988. 
Estas magnitxtdes no deben ocultar el hecho de que los montos aruales prcanedio 
destinados a la investigacirái tecnológica en la agriucltura representaron sólo 
el 0.06% del PIB entre 1982 y 1988. 

D. CMOUSIONES y SUGERENCIAS PARA EL DISEÑO DE POLITICAS 

La situación actual que atraviesa la agricultura mexicana podria caracterizarse 
como de estancamiento productivo lo que le inpide responder a los mayores 
requerimientc» alimentario de la pc±>lación, patrón de consumo que además se ha 
distorsionado y sofisticado intensamente lo que ha sido difícil de ser 
asimilado por el sector. Los inpedimentos estructurales en la dinámica de las 
zonas rurales se han visto estimulados por el fuerte proceso de 
descapitalización acaecido en el último quinquenio en especial por las 
contraccioi^ de la inversión publica en el sector y por la reducida bae 
gravable de la agricultura que ha coartado los potenciales cambios en el uso de 
la tierra y en la distribución del ingreso rural que en circunstancias 
contrarias se hubiera podido obtener. Esta gestión de los instrvnnentos fiscales 
ha tenido como consecuencia el progresivo aislamiento de la agricultura 
respecto de los problemas básicos de la econcsnía global y el debilitamiento de 
las relaciones con el sector industrial tanto como oferente asi oano 
demandante. Los ccarplejos hidráulicos desarrollados a lo largo de varias 

h 
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décadas laás que poterK̂ iar el logro de la autosuficieix:ia aliit^taria han 
exac3ert>ado la c^acidad de iirportación de alimentos con el consiguiente 
perjviicio para el ahorro y reserva de divisas. 

El desarrollo de una estructura productiva heterogénea y dicotomica en la 
agricultura, caxasada parcieilinente por el tipo de gestión de la politica fiscal 
ha tenido ccmo resultado la relativa ineficiencia de los instrumentos de 
politica macroeconámica para resolver los problemas sectoriales, tendiendo por 
el contrario a acentuar la etapa critica. A pesar de que los precios relativos 
de la agricultura han sido favorables eúL sector respecto de los no agricolas en 
últinüs 15 afk>s, se cájserva im sostenido deterioro de los estinailos de politica 
hacia ellos lo que se ha traducido en merinas sustanciales de la rentabilidad y 
de las posibilidades de reinversión. 

La escasa incidencia de la tributación agropecuaria no sólo ccano elemento 
de engrase de la caja recaiJdadora fiscal sim en especial coamo incentivadora de 
una mayor equidad en el canpo y del uso más eficiente de la tierra, ha sido 
resultado de la presión social ejercida por los grandes productores de la 
agricultura moderna y ccmercial. la prc^iedad y el ingreso han sido elementos 
vedados al gravamen correctivo, aplicándoselo sctore la producción mediante 
cuotas fijas y en unidades momtarias no actualizadas, lo que hace a la 
politica tributaria sectorial xm elemento más regresivo que neutral en la 
búsqueda del crecimento y la estabilidad. 

Por su parte, la antigua tendencia paternal del gasto publico aplicado a 
la agricultura, y el desarrollo de un contexto institucional-burocrático de 
gran voltiroen, ha estimulado la dependencia del sector respecto de los subsidios 
y la oonstrucción de infraestructura retardando el desarrollo de ijna vocación 
inversora privada, y ha ooixjentrado fuertemente los recursos públicos en la 
gestión administrativa dado el peso y e>q)ansión del ^)arato estatal en las 
zonas rurales, quedando exiguos y diferidos montos para la inversión productiva 
con alcance de mediaixj y largo plazo. 

Este manejo del instrumental fiscal en la agrioaltura no puede 
disociárselo de la etapa critica por la que ha transitado el país durante la 
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década de los arios ochenta, periodo en el que el conjunto de la política 
macroeoonáBdca se si:peditó a las pautas del ajuste. Sin eittoargo, la inprasión 
observada en que siendo la agricultura ion factor de reccperaciói icoportante del 
ritmo genercil de crecimiento en los últimos años, las variables gasto y 
tributación fueron manejadas en función del coamportandoito restrictivo al que 
se scanetieron las finanzas publicas y no ccsno impulsadoras eficientes de 
cambios estructurales y prxamotoras de avances tearalógicos que convirtieran al 
sector en tan verdadero icopulsor de la reactivación, aprovechando las ventajas 
naturales de sus recmrsos y el xiso social masivo de los productos que genera. 

En base a estos elementos que resaltan ccsmo conclijsivos se pueden e>qx)ner 
algunos planteamientos que contribcyan al diseño de medidas de política 
alternativas o o;^ irrplementación potenciaría la eficiencia de las actuciles. 
Ifria primera necesidad estriba en la constitución de núcleos endógenos de 
desarrollo irural que sean loenos dependientes del gasto estatal en el sector, lo 
que se podría operativizar mediante el tiraslado de funciones y 
responsabilidades a los productores con el propósito de inducir un proceso de 
capitalización desde la base que permitiera la reactivación, más pronta de la 
producción y un crecimiento más autónomo de las zonas rurales. 

La política tributaria ameritaría ser utilizada ccsno un instanaento de 
cantoio si los objetivos apuntaran a que los gravámenes incidan no sólo en la 
recautaación sino también scbre el uso más eficiente de la tierra. Para 
lograrlo, sería conveniente crear o modificar el sistema de tributación 
predial, para lo cual se requiere realizar un catastro en todas las entidades 
federativas. Este catastro y los gravámenes aplicados a sujetos concretos 
permitirá fortalecer las finanzas municipales y los programas productivos 
locales. 

IM segundo elemento de política a seguir es la aceleración del proceso de 
transición hacia un sistema de régimen generalizado de itrpuesto al ingreso 
airpliando la cobertura de contribcyentes y eliminando graducúmente las 
exenciones que actucúLmente persisten. La reforma tributaria que comenzó a regir 
en 1990 parece un instrumento de apertura que peraiitiría el paso desde el 
sistema cedular actual al de régimen general. Se observa en dicha reforma, sin 
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enibargo, la aiisencia de graváa^ínes progresivos sctore los grartíes productores 
que se erraientxan acjogidos al régimen de ejidos y cxminidades y, por lo tanto, 
exentos de oantrituciones. El sistema de flujo de caja que la reforma iitpDne 
para determinar la bcise gravable es una fórmula interesante y rKJvedosa para 
lograr acxpiar información sobre la situación financiera en las zonas mcciles. 
Sus resultadc® podrían ser utilizados para airpliar la base contributiva y la 
recaudación, asi ccamo para racionalizar las exenciones en el pago de los 
inpuestc®, 

Rs^jecto de la política de gasto publico en la agricultura, se sugiere la 
inplementacián de una reforma prest^juestal, la misma que deberla contener las 
siguientes consideracic»^: 

1. Reorientación del gasto hacia las áreas de tenporal ct^ productividad 
es baja con el propósito de que la capitalización de las zonas más productivas 
sea realizada con recursos propios. 

2. Reordenar el presw^juesto del sector eliminando Items de gasto 
axitonático e inercias de asignación en términos teirporales. Esto iiKxementarla 
la eficiencia de los montos destinados al sector. 

3. Es conveniente que el gasto sea gestionado por una entidad única que 
coordir® el desarrollo rural y defina las políticas hacia el sector con 
objetivos y metas hcjtnogéneas. 

4. Activar la política de descentralización del gasto público en el 
sector que permita un control más efectivo y cercano de su uso y evite la 
excesiva twrocratización. Esto haría posible asegurar el retomo de los 
recursos a las zonas rurales y/o su reinversión. 

5. Será conveniente determinar un calendario de ejercicio del gasto, 
especifico para el ciclo de producción agrícola y distinto al patrón que se 
aplica al resto de los sectores de la economía. 
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6. Los prograinas que se ejecutan en el sector agropecuario deberán ser 
reorganizados con el prepósito de reducir el gasto burocrático y aiipliar los 
ntontos destinados a innovaciones tectralógicas, buscando que los programas y las 
investigaciones beneficien en mayor proporción a las zonas de teirporal donde se 
localiza la producción de bienes básicos. Para ello, los subsidios al sector 
agropecuario deberán beneficiar directa e integramente a los agricultores de 
más bajos ingresos que están concentrados en dichas zonas. 

7. Por Tóltimo, será conveniente que la política de gasto en el desarrollo 
rural se oriente a fomentar una producción que se atenga a las normas 
ecológicas vigentes para propender im futuro agropecuario estable y limpio. 
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